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DErEChO a la prOTECCIóN DE DaTOs pErsONalEs. 
su DIsEñO CONsTITuCIONal  

THE RIGHT OF PERSONAL DATA PROTECTION  
AND ITS CONSTITUTIONAL DESIGN
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RESUMEN. El derecho a la protección de datos personales se 
diseñó en México como un derecho humano autónomo y como 
un límite al ejercicio del derecho de acceso a la información. 
Esto ha impedido un análisis constitucional del derecho a par-
tir del principio de justicia, su relación con los demás derechos 
fundamentales y su contenido esencial. Por ello, se estudian los 
límites que el legislador, en el ejercicio de su libertad configura-
tiva, debe observar al momento de establecer alguna restricción 
al derecho de protección de datos personales, desde el enfoque 
de las teorías externas de interpretación de los derechos funda-

mentales.
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ABSTRACT. The right of personal data protection was concep-
tualized in Mexico as an autonomous human right and as a limit 
to the right to access information. This has prevented a constitu-
tional analysis of the law from the perspective of the principle of 
justice, its relationship with fundamental rights and their essential 
contents. Likewise, it assesses the limits that the lawmaker, in the 

exercise of their configurative liberty, must observe at the

*   Licenciado en derecho, Juzgado Tercero de Distrito en el estado de Morelos, biktor25@
hotmail.com.

Fecha de recepción: 12 de enero de 2016.
Fecha de dictamen: 12 de marzo de 2016.

     Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
      www.juridicas.unam.mx                                                                                                   http://revistas.juridicas.unam.mx/

BJV, Instituto de Investigaciones Jurídicas-UNAM, 
2016

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.25940082e.2016.2.10486



víctor hugo hiram magallanes martínez

26

moment of establishing restrictions to the right of personal data 
protection, from the perspective of external theories of interpreta-

tion of fundamental rights. 

KEY WORDS. Personal data protection, privacy, human rights, 
fundamental rights.

I. Introducción

El reconocimiento de los derechos es un proceso largo y no exento de ba-
lanceos. En ese contexto, el derecho a la protección de datos no es una 
excepción. En México, este derecho no surgió de manera instantánea; in-
cluso, para Lucrecio Rebollo Delgado, su inclusión en textos normativos se 
produce por la sedimentación en la conciencia social de determinadas ne-
cesidades, su influencia en el legislador y en la jurisprudencia (2010: 263). 

La reflexión sobre el derecho a la protección de datos personales nos 
transporta a todos los aspectos que enmarcan su evolución, desde su di-
mensión negativa hasta su connotación positiva. Es decir, desde que se 
determina como una barrera ante las posibles injerencias de terceros en 
la vida privada de la persona hasta que éste se conceptualiza como un 
derecho con proyección en la dignidad del ser humano, pero también a 
revisar la posición de este derecho en el ordenamiento jurídico —nacional 
e internacional—, así como los diversos ejercicios hermenéuticos que han 
realizado diferentes tribunales constitucionales e internacionales sobre el 
tema.

El propósito de este manuscrito es revisar la trascendencia de que se 
haya reconocido constitucionalmente a la protección de datos personales 
en México, pues para fines de interpretación constitucional, se configura 
como un derecho humano que funge como principio de justicia y como lí-
mite constitucional del diverso derecho de acceso a la información. Dicho 
de otra forma, de acuerdo con el contenido del derecho humano a la pro-
tección de datos personales, al igual que el respectivo de acceso a la infor-
mación, ambos son un mandato de optimización en virtud de que pueden 
ser cumplidos en diferente grado. Sin embargo, la medida de su cumpli-
miento estriba en sus posibilidades jurídicas, cuyo ámbito es determinado 
por los principios y reglas opuestos (Alexy, 1997: 86); es decir, por el conte-
nido de los demás derechos fundamentales contenidos en la Constitución. 

Dada su adecuación como derecho fundamental y ante su relación 
con el ejercicio del derecho de acceso a la información —incluso con los 
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demás derechos fundamentales—, el reto para el aparato legislativo incre-
menta en la medida en que para emitir una medida restrictiva que afecte 
su ejercicio debe velar por el respeto a su contenido esencial, sus límites y 
garantizar el equilibrio que debe imperar entre los derechos.

A manera de propuesta, se sostiene que a partir de la evolución del de-
recho a la protección de datos personales, así como de una posible defini-
ción, puede observarse de manera nítida cuál es el contenido esencial del 
derecho a la protección de datos personales, sin llegar a confundirnos con 
otros elementos que integran el derecho fundamental de referencia. En 
este artículo se propone una posible definición del derecho a la protección 
de los datos personales desde la perspectiva constitucional, tomando en 
consideración diversos antecedentes y temas que se abordarán a lo largo 
del texto. Posteriormente, se establece la existencia de una relación de este 
derecho respecto a los demás derechos fundamentales y el núcleo duro o 
contenido esencial.

Finalmente, se sostiene que cualquier medida legislativa o decisión 
judicial que deba restringir o limitar el derecho a la protección de datos 
personales debe respetar en todo momento su contenido esencial. Por lo 
tanto, se propone una reflexión integral basada en los diversos métodos in-
terpretativos externos de los derechos fundamentales, pues quizá la adop-
ción de uno solo no podría llevarnos a tomar una medida adecuada y, sobre 
todo, equilibrada. 

II. Evolución del derecho a la vida privada  
y la protección de datos personales

Es posible afirmar que parte de la historia del derecho a la vida privada ra-
dica en la influencia que tuvieron Samuel Warren y Louis Brandeis en los 
Estados Unidos en 1890. El estudio denominado “The Right to Privacy” 
tiene un enfoque fundado en la idea de que cada individuo debe tener una 
protección completa de su persona y de su propiedad como un principio 
del derecho común, pero que tiene que estar en continua redefinición para 
fijar los límites de su protección. Warren y Brandeis determinaron que a 
partir del derecho general de la personalidad surge el derecho a ser “dejado 
solo” o “privacy”, de tal manera que fijaron la necesidad de demarcar un 
principio que pudiera ser invocado para proteger la vida privada del indi-
viduo frente a su invasión por modernos mecanismos de interceptación o 
grabación que amenazaran con la difusión indiscriminada de información 
privada (Clímaco, 2012: 17). Otro de los argumentos torales de Warren y 
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Brandeis en defensa del derecho a la vida privada es que toda persona debe 
controlar su propia información personal. 

El derecho a la vida privada le debe sus primeros pasos a esos apuntes, 
para después consagrase en el mundo jurídico de la manera en que lo co-
nocemos en la actualidad. Este enfoque cobraría mayor fuerza de manera 
gradual tanto en la legislación internacional como en la interpretación que 
posteriormente se realizaría en tribunales internacionales y constituciona-
les, como se explica a continuación.

En 1948, el derecho a la vida privada fue reconocido por vez primera 
en el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
que señala que toda persona debe ser protegida contra injerencias arbitra-
rias en su vida privada, familia, domicilio o correspondencia, así como de 
ataques contra su honra y reputación. De manera posterior, en 1966, en un 
contenido muy similar al mencionado en el párrafo que antecede, se repro-
dujo el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

En el sistema regional interamericano, también en 1948, se adoptó el 
derecho a la vida privada en el artículo V de la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre, el cual fue reconocido posteriormente 
en el artículo 11 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Por 
otra parte, en la Unión Europea, el derecho a la vida privada fue recono-
cido por primera vez en el artículo 8o. del Convenio para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales en 1950. Este 
precepto, además de proteger la vida privada y familiar, el domicilio y la 
correspondencia, proscribe toda injerencia de las autoridades públicas en 
el ejercicio de este derecho, salvo que la participación aludida estuviera 
prevista en la legislación y constituyera una medida que fuera necesaria 
para la seguridad nacional, el bienestar económico del país, la defensa del 
orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o 
la protección de los derechos y las libertades de los demás.

De los antecedentes descritos se advierte que el derecho a la vida pri-
vada y familiar ya era reconocido desde el siglo XIX, especialmente por las 
aportaciones de Samuel Warren y Louis Brandeis. A partir de la emisión 
del Convenio 108 del Consejo de Europa sobre la protección de las perso-
nas en lo relativo al tratamiento automatizado de datos de carácter personal, 
se le dio una diversa connotación al derecho de que se habla. Principalmen-
te, se brindó protección explícita respecto de la información electrónica 
obtenida de bases de datos y se fijaron las pautas del modelo común de 
protección, estableciendo para tal efecto el derecho del titular para opo-
nerse a la difusión de sus registros. 
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Por otra parte, varios años después, en 1995 y 1997, las autoridades le-
gislativas y ejecutivas de la Unión Europea publicaron las directivas 95/46/
CE y 97/66/CE, que tienen como objetivo proteger los derechos y las li-
bertades de las personas en lo que respecta al manejo y control de datos 
personales. Las directivas también establecieron los principios de orienta-
ción para determinar la licitud de dicha administración, entre los que se 
encuentra el derecho del interesado a oponerse, por razones legítimas, al 
tratamiento de sus datos personales.

 En términos de Carlos E. Delpiazzo, la protección de los datos per-
sonales ha transitado desde un sentido negativo (meramente garantista) 
hacia uno positivo, al referir que hasta la consolidación de la sociedad in-
dustrial, este derecho constreñía su contenido al conjunto de facultades de 
exclusión de injerencias de terceros en la esfera íntima. En cambio, a partir 
de la segunda mitad del siglo XX, comenzó a adquirir un sentido positivo, 
en la medida en que ya no se trataba de establecer barreras para preser-
var la integridad de la dimensión interior del individuo, sino que se afirma 
como un presupuesto del ejercicio de otros derechos con proyección social 
e incluso económica (Delpiazzo, 2012: 6).

La evolución del derecho a la protección de datos personales no ha 
sido solamente legislativa, pues la labor jurisprudencial ha tomado un rol 
muy importante para su configuración. Por mencionar algunos ejemplos, 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, al resolver los casos Leander 
vs. Suecia, Z vs. Finlandia, Amann vs. Suiza y Rotaru vs. Rumania, señaló 
que el derecho a la protección de datos personales emerge como parte del 
derecho a la vida privada, y que estos datos son “cualquier información re-
lativa a un individuo identificado o identificable”.

Asimismo, derivado de la influencia de la Corte Europea de Derechos 
Humanos —que respecto al tema de la vida privada ha especificado que se 
le ha reconocido tanto en su dimensión individual como social—, en 1983 
el Tribunal Constitucional Federal alemán* señaló que tal derecho com-
prende la facultad de decidir por sí mismo cuándo y dentro de qué límites 
procede revelar situaciones referentes a la propia vida. Incluso, el Tribunal 
alemán advirtió que para que el derecho pueda ser garantizado requiere 
especiales medidas de protección, para lo cual debe tomarse en cuenta la 
interconexión de varias bases de datos.

El Pleno del Tribunal Constitucional de España, en la sentencia 
151/2014 del 25 de septiembre de 2014, señaló que ha sido parte de su 
doctrina ocuparse de las singularidades que reviste el derecho a la pro-

*    Cita referida por la Corte Constitucional de Colombia en la sentencia C-748/11.
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tección de datos personales, y precisó que su objeto es más amplio que el 
derecho a la vida privada, puesto que amplía la garantía constitucional a 
aquellos datos que son relevantes, figuren o no como derechos constitucio-
nales, y sean o no relativos al honor, la ideología, la vida privada y familiar 
o cualquier otro bien constitucionalmente amparado. Igualmente, afirmó 
que el artículo 18 de la Constitución Española consagra un derecho fun-
damental autónomo a controlar el flujo de informaciones que conciernen 
a cada persona.

Siguiendo la corriente jurisprudencial descrita, la Corte Constitucio-
nal de Colombia, en la sentencia C-748/11, fijó claramente lo que ha sido 
su ejercicio hermenéutico sobre el tema. En primer lugar, previó el dere-
cho a la protección de datos personales como una garantía a la vida pri-
vada; luego, como el derecho a la autodeterminación informática, y, final-
mente, como derecho autónomo. 

Ahora bien, conviene destacar que la Corte Constitucional alemana 
interpretó a la vida privada sin que hubiera sido reconocida por su Ley 
Fundamental, y para ello partió del reconocimiento del derecho general de 
la personalidad. La Corte realizó la construcción y el reconocimiento del 
citado derecho; para ello recurrió a lo enunciado en los artículos 1.1 y 2.1 
de su Ley, en donde la dignidad humana y la libertad general se encontra-
ban en juego. Esto es, inició su reflexión con base en la premisa de que 
el hombre es una “persona capaz de organizar su vida con responsabilidad 
propia”, y que el individuo tiene la posibilidad de influir sobre su ambien-
te social, decidiendo él mismo dónde, cuándo, cómo y en qué contexto 
quiere presentarse ante su ambiente social (García, 2007: 757). Dicho en 
otras palabras, el Tribunal Constitucional alemán, en su interpretación, 
recogió otros principios establecidos en la Ley Fundamental, como el re-
conocimiento de la personalidad del individuo, en clara armonía con lo que 
ha sido considerado como el antecedente más remoto de la protección de 
datos personales (“The Right to Privacy” de Warren y Brandeis).

III. Importancia de la diferenciación  
de los principios y las reglas

En nuestro diseño constitucional mexicano tenemos normas que sirven 
para regular cierta conducta, pero lo hacen de manera amplia y dejan en 
manos de otras normas generales la regulación específica de ésta. Las pri-
meras normas se constituyen en principios indeterminados, y las segundas 
brotan con una calidad que la doctrina ha identificado como reglas. En la 
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Constitución existen principios de justicia que fungen como orientaciones 
de las acciones de los poderes públicos. Estos principios vendrían a ser 
nada menos que los derechos fundamentales (Romero, 2015: 28).

Según Gonzáles Ojeda (2013: 339), los derechos fundamentales tam-
bién pueden ser definidos como normas constitucionales, producto de 
convenciones sociales y políticas, promovidas por las fuerzas sociales, 
que contienen el reconocimiento de valores axiológicos, de categorías 
éticas, de requerimientos mínimos para la existencia digna de la persona 
humana; pero, a su vez, figuran como límite de los poderes político y eco-
nómico, diseñan y determinan la forma de Estado y el sistema económico 
,y el modelo social. También forman el estatuto de regulación básico de 
las personas y el factor fundamental de legitimación del sistema político 
jurídico del país.

En ese contexto, las concepciones acerca del valor normativo de los 
principios y sus significados son diversas, ya que no existe acuerdo. Pero 
entre dichas concepciones podemos señalar las que los consideran como 
directriz que expresa la obligación de perseguir determinados fines, ex-
presión de los valores superiores de un ordenamiento jurídico o como una 
norma dirigida a los órganos de aplicación del derecho que les indica cómo 
aplicar a la norma general (Geraldes et al., 2010).

Como ya se adelantó, en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos existe una gran variedad de principios de justicia o jurídicos 
que, dada su naturaleza, dan fundamento axiológico a una pluralidad de 
otras normas, y que se conciben como normas evidentemente justas y co-
rrectas; éstas tienen una estructura indeterminada, en tanto que no esta-
blecen exhaustivamente los hechos condicionantes o no enumeran sus ex-
cepciones (Alfaro y Coello, 2015: 38). Lo que diferencia a estos principios 
de las reglas es que las leyes de las que se compone el derecho vendrían 
a ser las reglas, mientras que las normas constitucionales sobre derechos, 
básicamente serían los principios jurídicos. Así, distinguir los principios de 
las reglas implica distinguir las Constituciones políticas de las leyes, por 
aquello del contenido sustantivo de las primeras, ausente en las segundas 
(Romero, 2015: 28).

Otra de las características que se han apuntado para diferenciar los 
principios de las reglas es que los principios son relativizables; es decir, 
presentan la dimensión de peso e importancia, lo cual permite la posibili-
dad de una conciliación recíproca en caso de conflicto. Las reglas, por su 
parte, se aplican a la manera del todo o nada, esto es, o se aplican o no se 
aplican. Se trata de la distinción lógica entre reglas y principios de origen 
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dworkiano, que sostiene una diferencia “estructural” entre ambos tipos de 
fuentes (Rodríguez, 2003: 325).

De esta forma, los derechos fundamentales en la Constitución son 
normas supremas del Estado constitucional que determinan el orden jurí-
dico y político; en tal sentido, se diferencian formal y sustancialmente de 
otras normas ordinarias. Pero no sólo por su jerarquía los derechos funda-
mentales son diferentes, lo son también por su contenido, pues se trata de 
requerimientos de la dignidad humana conforme a las exigencias del mun-
do económico, político, físico y cultural de cada momento de la vida del ser 
humano. Los derechos fundamentales tienen cualidades propias muy pe-
culiares que los diferencian de los demás derechos, tanto por la jerarquía 
como por el contenido, y por lo tanto presentan diversas características. 
Por ejemplo, se dice que son imprescriptibles, inalienables, irrenunciables, 
inviolables, universales, efectivos, interdependientes, complementarios y 
progresivos (González, 2013: 339).

Uno de los aspectos importantes para realizar esta clasificación entre 
principios y reglas es el relativo a la interpretación que de ellas realiza el 
operador jurídico. Por mencionar un ejemplo, a través del significado de 
los derechos fundamentales el legislador puede crear medidas restrictivas 
o materializar el ejercicio de éstos para así dar paso a otras actividades ju-
rídicas, como lo es la labor del juez, quien, en caso de un conflicto, puede 
decidir un caso concreto tomando en consideración la razonabilidad de la 
interpretación jurídica realizada por el aparato legislativo.

En efecto, a través de esta distinción se amplía la labor interpretati-
va de todos los operadores jurídicos, pues los derechos fundamentales, al 
estar estructurados por oraciones con contenido predominantemente axio-
lógico o ético e indeterminado, necesitan de un sentido que es aportado, 
en un inicio, por el legislador ordinario al momento de implementar su 
regulación. 

Entonces, si los derechos fundamentales, como se explicó anterior-
mente, organizan la convivencia social, cultural y política de un Estado, 
indispensablemente necesitan de las reglas para fijar sus limitaciones o 
alcances, o simplemente para cristalizar los fines constitucionalmente per-
seguidos. Debe recordarse que los derechos fundamentales no son absolu-
tos y, en esa medida, pueden ser intervenidos a través de las reglas fijadas 
por el aparato legislativo en estricto cumplimiento a su labor configurativa 
ordinaria, que es precisamente la labor que realiza el legislador al darle 
significado o sentido a la oración constitucional. 
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IV. Una posible definición del derecho a la protección 
 de datos personales desde la perspectiva constitucional

Se ha visto hasta aquí cómo es que el derecho a la protección de datos 
personales ha tomado gran fuerza, simplemente a la hora de positivarlo e 
interpretarlo, pero ¿qué impacto normativo tiene en el sistema mexicano? 
Posiblemente podríamos responder que el impacto es contemplarlo dentro 
de nuestro catálogo de derechos más alto, y estaríamos en lo correcto. Pero 
quizá la respuesta deba ir más allá, como por ejemplo, hacia reflexionar 
—y resolver— sobre los temas correspondientes a los beneficios y las res-
ponsabilidades.

Con el carácter de principio y de norma jurídica indeterminada, el 1o. 
de junio de 2009 se incorporó a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos el derecho fundamental a la protección de datos per-
sonales. En la exposición de motivos del dictamen por el que se reformó 
el artículo 16 de la carta magna se determinó, entre otras cosas, que en 
la evolución de los derechos fundamentales pueden distinguirse, cuando 
menos, cuatro fases, y que, producto de la evolución mencionada, nace, 
entre otros, el derecho a la protección de datos personales. También se 
precisó que debía resaltarse la relevancia de emitir un dictamen en el que 
por primera vez en la historia de México se reconociera al máximo nivel 
de nuestra pirámide normativa la existencia de un nuevo derecho distinto 
y fundamental a la protección de datos personales. Asimismo, se destacó 
que derivado de la aprobación de la reforma al artículo 6o. de la Constitu-
ción, que expresa el derecho fundamental al acceso a la información, era 
de importancia que se reconociera de manera expresa al derecho a la pro-
tección de datos como “un límite al derecho de acceso a la información”.

De igual manera, se estableció que existían diversas justificaciones 
para reconocer constitucionalmente el derecho a la vida privada, de las 
que destacan dos razones específicas. La primera tiene como objeto dar cer-
tidumbre al particular respecto de los casos en los que será posible tratar sus 
datos sin que medie su consentimiento. La segunda tiene como finalidad 
dejar claro que este derecho encuentra límites frente a otros, en los que 
previa valoración de las circunstancias particulares, el derecho a la protec-
ción de datos puede ceder frente a los mismos, como sucede en el caso del 
derecho de acceso a la información pública gubernamental, en el que por 
razones de interés público, determinados datos personales se encuentran 
exceptuados de la aplicación de algunos de los principios y derechos que 
sustentan su protección.
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En ese sentido, en la exposición de motivos se expuso que la reforma 
se trataba de una continuación al reconocimiento constitucional de varios 
derechos en la esfera de las libertades individuales, que si bien pueden 
llegar a guardar una relación estrecha entre sí, se trata de derechos distin-
tos, a saber: el derecho a la información y el derecho a la intimidad, y el 
derecho a la protección de los datos personales. Así, se determinó que 
el derecho a la protección de datos personales presenta caracteres propios 
que le dotan de una naturaleza autónoma, de tal forma que su contenido 
esencial lo distingue de otros derechos fundamentales, específicamente 
del derecho a la intimidad. Este último tiende a caracterizarse como el 
derecho a ser “dejado solo” y evitar injerencias en la vida privada, mientras 
que el derecho a la protección de datos atribuye a la persona un poder 
de disposición y control sobre los datos que le conciernen, partiendo del 
reconocimiento de que tales datos van a ser objeto de tratamiento por res-
ponsables públicos y privados.

Como se observa, la justificación del constituyente permanente de 
concebir a la protección de datos personales como un derecho fundamen-
tal radica en su evolución y en la necesidad de generar un punto de equili-
brio entre este derecho y el de acceso a la información pública. Por ello, es 
necesario que en este artículo se precisen de manera concreta los aspectos 
medulares de su desenvolvimiento en el ámbito internacional.

 Ahora bien, se debe decir que el propósito del constituyente perma-
nente es acorde a la realidad actual de la sociedad, ya que la protección de 
datos personales permea en la parte superior del ordenamiento jurídico; 
pero ¿qué significa que se incorpore este derecho humano a la Constitu-
ción? Ya se han explicado en este manuscrito los aspectos de este derecho 
que han tenido impacto en la colectividad; incluso, el dinamismo natu-
ral de la sociedad ha provocado que diversos actores políticos y jurídicos 
se aboquen al estudio e interpretación de este derecho fundamental. En-
tonces, de inicio, significa que podemos concebirlo desde una posición 
sobresaliente o superior; es decir, desde la cumbre de nuestra ingeniería 
constitucional.

Así, si se piensa en este derecho en correspondencia con todo lo que 
constituye el diseño constitucional, se puede concluir que, a manera de 
concepto, se trata de un mandato de optimización de contenido axiológico 
en la sociedad, configurado como medida restrictiva o limitante constitu-
cionalmente válida al ejercicio del diverso derecho de acceso a la informa-
ción. Pero también se relaciona con los demás derechos fundamentales y, 
finalmente, funge como principio de justicia indeterminado, en la medida 
en que otorga al legislador ordinario, libertad de configuración para emitir 
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la normativa correspondiente a su regulación, siempre y cuando se respete 
su contenido esencial.

Esta concepción nos arroja ciertos semblantes del derecho fundamen-
tal a la protección de datos personales, que en mi opinión se pueden tra-
ducir en los siguientes:

1) Se relaciona con los demás derechos fundamentales, y en especial 
con el de acceso a la información, originando que exista una mayor 
eficacia para su debida observancia y respeto.

2) Es concebido como un principio constitucional indeterminado y 
como un mandato constitucional de optimización; es decir, como 
una norma de valor en la sociedad que se presume justa y sirve de 
directriz para la actuación estatal.

3) En atención a su contenido esencial, crea una especie de frontera 
infranqueable que los poderes públicos y particulares no pueden 
invadir.

Estos datos fisonómicos del derecho a la protección de datos persona-
les, como se verá en el capítulo siguiente, permean en la concepción de 
éste desde una posición privilegiada, pero al mismo tiempo se genera una 
gran responsabilidad en la actividad de los poderes públicos en México. 
Dadas estas características, la labor administrativa, legislativa y jurisdic-
cional se ven impregnadas por la necesidad de buscar nuevas alternativas, 
ya sea a la hora de emitir alguna norma restrictiva o simplemente al realizar 
la interpretación de un caso en concreto. 

V. Reflexiones finales en cuanto a la fisonomía  
constitucional del derecho a la protección  

de datos personales

Como vimos anteriormente, son diversos los rasgos que adquirió el dere-
cho a la protección de datos personales tras haber sido dotado con el carác-
ter de derecho fundamental, de los que destacamos tres: su relación con 
los demás derechos humanos, su establecimiento como principio o norma 
de valor, y la obligación de los poderes públicos, en especial del aparato 
legislativo, de respetar su contenido esencial en caso de una posible inter-
vención.

En cuanto al primer tema, es claro que el que se haya dotado de rango 
constitucional al derecho a la protección de datos personales lo consolida 
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como una limitación al ejercicio del derecho al acceso a la información, 
que es precisamente el fin perseguido por el constituyente permanente 
para crear un adecuado equilibrio entre los dos. Sin embargo, su tarea no 
se limita nada más a ser restrictivo, sino que su función va más allá, y de-
bido a su naturaleza de derecho fundamental se relaciona con el catálogo 
de los demás derechos previstos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

En efecto, al ser incorporado al catálogo cumbre de derechos de la 
carta magna, se genera una relación no sólo con el derecho de acceso a 
la información, sino con todo el diseño constitucional, que es una cues-
tión que reposa en la idea de un equilibrio en el ejercicio de los derechos 
fundamentales que no compagina con el diverso pensamiento de colisión 
entre estos bienes. En ese contexto, son diversas las posturas que sostie-
nen que puede haber conflicto entre principios constitucionales —en mi 
opinión— por el hecho de que los derechos fundamentales se estructuran 
en normas que permiten el adecuado funcionamiento de la sociedad des-
de su contenido ético y axiológico. Lejos de provocar colisiones, generan 
estabilidad y seguridad jurídica en su ejercicio, lo que da origen a una ade-
cuada convivencia dentro de la colectividad, que es precisamente una de 
las finalidades que persigue la idea del establecimiento de los principios. 

Como lo señala Luis Prieto Sanchís, si los derechos fundamentales 
operan como principios que impregnan el conjunto del ordenamiento y 
que entran en relación (no en colisión) con otros derechos, bienes o inte-
reses que son objeto indiscutible de regulación ordinaria (2014: 220), en-
tonces el derecho a la protección de datos personales también entra en esa 
correspondencia que existe entre toda la normativa constitucional.

En cuanto a la segunda facción del derecho humano a la protección de 
datos personales, si se toma en consideración que, como ya se ha expues-
to reiteradamente, los derechos fundamentales operan como principios y 
no pueden ser delimitados al modo de las reglas (Prieto, 2014: 220), al 
consolidarse como derecho humano previsto en la Constitución, éste sirve 
como dimensión de peso o de relación en toda la ingeniería constitucional 
frente a los demás derechos fundamentales contenidos en la carta magna, 
logrando así una mayor eficacia en caso de que se presente algún conflic-
to. Dicho en otras palabras, el derecho a la protección de datos personales 
constituye en sí mismo el umbral para la actuación de los poderes públi-
cos que pretendan regular su ejercicio creando así una especie de frontera 
entre este principio y cualquier intervención configuradora del legislador 
ordinario, lo que también conlleva una responsabilidad de observancia que 
incumbe a esta labor, e incluso a la jurisdiccional. 
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El hecho de que se plasme en el texto fundamental el derecho a la pro-
tección de datos personales tiene muchos beneficios que se ven reflejados 
en el respeto de este derecho humano, en la medida de la facultad de su 
titular sobre el manejo de la información que le concierne, y se posiciona, 
al igual que otros derechos fundamentales, en la cúspide del catálogo de 
bienes constitucionalmente protegidos. Esto, además, dota de mayor efi-
cacia al derecho, pues si en lugar de guardar una posición constitucional 
se mantuviera dentro del margen de una norma general, carecería de un 
reconocimiento de existencia formal y, por ende, de una fuerza plena en 
cuanto a su tutela (Delpiazzo et al., 2012). Lo anterior puede demostrarse 
de manera clara con los diversos casos que se sometieron a control judi-
cial cuando aún no entraba en vigor la reforma constitucional de junio de 
2009, ya que cualquier violación de los datos personales de una o varias 
personas, perpetrada por la autoridad, se encontraba exenta de ser restitui-
da y reparada eficazmente, puesto que a los datos personales no se les con-
sideraba como derechos susceptibles de protección por parte del amparo 
u otro medio de control jurisdiccional, pues no poseían un reconocimiento 
expreso en el apartado dogmático (Delpiazzo et al., 2012).

En cuanto al último semblante, también derivado de su incorporación 
a la parte dogmática de la Constitución, se crea una especie de frontera in-
franqueable que los poderes públicos y particulares no pueden invadir. Es 
decir, se configura el contenido esencial del derecho humano a la protec-
ción de datos personales, lo que provoca que las autoridades, en especial 
la legislativa, deba observarlo al momento de reglar su ejercicio. En ese 
orden de ideas, podemos afirmar que los derechos fundamentales no son 
ilimitados, más bien son delimitados desde la Constitución, ya sea de forma 
amplia, cuando no se deja margen de actuación del poder público en el re-
conocimiento y respeto de un derecho, o de manera restrictiva, cuando en 
la propia ley fundamental se establece una habilitación expresa para que 
puedan ser reglados. Al respecto, es importante tomar en cuenta lo que ha 
expuesto la doctrina en cuanto a la posición de los derechos fundamenta-
les cuando se menciona que son relaciones jurídicas entre los individuos 
y el Estado, y que, además, se presentan en una estructura tríadica, com-
puesta por un sujeto activo, un sujeto pasivo y un objeto, donde este último 
es siempre una conducta de acción u omisión, prescrita por una norma, 
que el segundo debe desarrollar a favor del primero (Bernal, 2014: 106).

Hasta aquí no nos queda duda de que los derechos fundamentales 
contienen una especie de línea impenetrable que tanto los particulares 
como las autoridades deben observar para su debido respeto. Incluso, po-
demos decir que quizá no exista problema alguno en cuanto a las obligacio-
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nes que pesan sobre los poderes públicos administrativos o jurisdicciona-
les a la hora de ejercer sus atribuciones; sin embargo, en lo que se refiere 
al Poder Legislativo, ¿qué sucede cuando existe una habilitación expresa, 
también de origen constitucional, para que el legislador ordinario fije de-
terminadas reglas para el ejercicio del derecho fundamental? La respuesta 
puede ser obvia si sólo se pretende responder que ante tal permiso lo que 
se debe hacer es ejercer esa facultad configurativa.

Sin embargo, esa claridad puede verse empañada si se realizan los si-
guientes cuestionamientos: ¿qué tan fuerte o imperativa debe ser la nor-
ma general?, ¿qué aspectos debe respetar la norma?, ¿hasta dónde se le 
permite llegar al legislador con dicha libertad de configuración? Es común 
ver en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ciertas 
libertades de configuración de reglas otorgadas al legislador ordinario. Por 
ejemplo, cuando se habla de mecanismos alternativos de solución de con-
troversias, de acciones colectivas, en los criterios de oportunidad que tiene 
que observar el Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal, o 
cuando se deja en sus manos la creación de leyes de trabajo que regulen las 
relaciones laborales, donde se contiene el derecho fundamental abstracto 
y una permisión expresa para que el legislador, con plena libertad de orde-
nación, restrinja el ejercicio de dicho principio de justicia. 

Ahora bien, para Luis Prieto Sanchís (2014: 220) puede ser ilusorio 
pensar que a partir de la idea de unos derechos ya delimitados plena o 
definitivamente en la Constitución las intervenciones legislativas habrían 
de ser menores o menos vigorosas. Primero porque el legislador cuenta 
con una habilitación general para regular el ejercicio de los derechos con 
respeto a su contenido esencial; en segundo lugar porque las remisiones 
constitucionales a favor de la ley son numerosas, hablándose incluso de 
ciertos derechos de configuración legal originaria, y en tercer lugar porque 
los derechos operan como principios que impregnan el conjunto del orde-
namiento y que entran en relación con otros derechos, bienes o intereses, 
que son objeto indiscutible de regulación ordinaria.

En ese contexto, es aquí también donde cobra vital importancia lo se-
ñalado en el presente ensayo en lo referente a la indeterminación de los 
derechos fundamentales, pues es claro que éstos necesitan para su ejerci-
cio de reglas claras que guarden tal fuerza vinculatoria que deban conside-
rarse como normas generales adscritas que respeten su contenido esencial 
y el ejercicio de los demás derechos fundamentales. Éstos son precisamen-
te los aspectos medulares que debe observar el legislador a la hora de fijar 
las restricciones de los derechos fundamentales. Es decir, siempre debe 
velar por la observancia de su contenido esencial o núcleo duro, como lo 
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establece la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
y el ejercicio de otros derechos, pues aunque constitucionalmente se le 
otorga autonomía configurativa, esta libertad tampoco es ilimitada, ya que 
le recae una carga argumentativa acorde a la tutela constitucional.

Concretando estos aspectos a lo que se refiere al derecho humano a la 
protección de datos personales, debe recordarse que existe en el artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos una habi-
litación expresa para que pueda ser delimitado por el legislador ordinario 
por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguri-
dad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. Se advierte 
de manera clara que el constituyente permanente fijó el derecho funda-
mental como un concepto abstracto, pero también con tintes de elasti-
cidad, al prever una habilitación expresa a favor del legislador ordinario, 
que se traduce en la posibilidad de que en su actuar penetre en el espacio 
“inabordable” de dicho derecho fundamental.

Este aspecto cobra mayor relevancia porque el legislador tiene una se-
rie de potestades para regular, restringir o ampliar el derecho humano a la 
protección de datos personales, es decir, adecuar su regulación al contexto 
social que impere en determinado momento. Luego, si lo que interesa es 
que se emita una ley que regule el derecho a la protección de datos perso-
nales que satisfaga los intereses reales o actuales de la sociedad, de inicio 
debe el legislador velar por el respeto al contenido esencial de dicho de-
recho humano. Aquí también surgen interrogantes: ¿cuál es su contenido 
esencial?, ¿qué ejercicios puede hacer el legislador a fin de no invadir ese 
contenido? La respuesta parecería simple, pero el debate se encuentra 
abierto.

En realidad, es difícil identificar el contenido esencial de un derecho, 
y, en específico, tratándose de la protección de datos personales el pa-
norama se hace más complejo, sobre todo si se toman en consideración 
los avances tecnológicos de la actualidad, en donde la información de las 
personas está casi en cualquier sitio. Sin embargo, a manera de propuesta, 
en este ensayo me permito señalar que dicho contenido esencial o núcleo 
duro se encuentra en la facultad del titular del derecho para que la in-
formación que le concierne sea manejada de forma correcta, y que ante 
alguna intervención el legislador ordinario puede valerse —en su integri-
dad— de las teorías externas de interpretación de los derechos fundamen-
tales. Lo anterior porque no se puede decir que siempre se le va a prohibir 
ingresar a la esencia del derecho; es decir, doctrinalmente el contenido 
esencial de los derechos fundamentales es aquel que resulta definitorio o 
identificador de su significado que tiene en nuestra cultura jurídica, y cuyo 
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sacrificio lo desnaturalizaría (Prieto, 2014: 232), y, en ese sentido, existen 
diversos aspectos que integran al propio derecho fundamental que nos pu-
dieran confundir.

La interpretación del contenido esencial plantea un problema relativo 
a la naturaleza misma del objeto protegido, que podría señalarse como la 
regulación general del derecho, de manera que el legislador debe respetar-
lo al fijar los contornos de un derecho o de establecer sus límites (Prieto, 
2014: 231). La idea del contenido esencial, y de manera obvia su interpre-
tación, es muy controvertida y, debo insistir, puede llegar a confundir al 
operador jurídico en gran medida. Tan es así que, por ejemplo, tratándose 
del derecho a la protección de datos personales, se ha señalado a la digni-
dad humana como su núcleo duro (Delpiazzo et al., 2012), o bien, se ha 
mencionado, en el criterio jurisprudencial emitido por el Tribunal Consti-
tucional español, en la sentencia STC 253/1993, que el contenido esencial 
puede darse tanto en sentido negativo como positivo. 

Sin embargo, existen diversos textos en donde se plasma cuál es el 
contenido esencial de un derecho fundamental en específico, y son coin-
cidentes, aunque de manera implícita, de que éste se encuentra en su ob-
jeto. Por mencionar algunos ejemplos, al hablar del contenido esencial al 
derecho a la salud, Lucía Montiel Romero menciona que es precisamente 
la salud su fundamento o núcleo duro, aunque se le vincule con la libertad 
o la vida (2013: 25); o tratándose del derecho de igualdad de mujeres y 
hombres, nos expone José Fernando Lousada Arochena (2015: 65) que su 
contenido esencial se conecta con la prohibición de toda discriminación 
directa e indirecta.

En estas aportaciones se plasma claramente el contenido esencial de 
los derechos fundamentales y se aprecia que lo que ha servido de base 
para su identificación es su objeto. Por ende, el núcleo duro de la pro-
tección de datos personales no puede centrarse en la dignidad humana, 
pues dado que es el fundamento de los derechos humanos en general y el 
pilar básico sobre el que se crea todo ordenamiento social (Rebollo, 2010: 
271), el margen de identificación y aplicación es muy amplio. Tampoco 
puede identificarse en las posibles injerencias de los poderes públicos o 
particulares en el ejercicio de este derecho (aspectos negativos del dere-
cho fundamental), pues en realidad son cuestiones periféricas al poder 
de disposición de la persona interesada en el correcto tratamiento de su 
información personal. De hecho, la regulación sobre la posible injerencia 
de particulares y poderes públicos en el ejercicio del derecho a la protec-
ción de datos personales puede ser constitucionalmente admisible, ya que 
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se trata de una zona accidental o referente al contorno de la facultad de la 
persona a consentir el manejo de su información. 

Entonces, lo que debe respetar el legislador ordinario al momento de 
ejercer su facultad configurativa es aquel elemento positivo del derecho 
fundamental que no puede cercenarse, que no puede ser modificado o ne-
gociado, lo que, dicho en otras palabras, es el objeto constitucionalmente 
protegido, que en el caso de la protección de datos personales es la facul-
tad del titular para decidir por sí mismo cuándo y dentro de qué límites 
procede revelar su información personal.

Ahora bien, lo anterior no quiere decir que la facultad de disposición 
deba ser intocada en su totalidad, pues la propia doctrina se ha encargado 
de dotarnos de diferentes herramientas que, en mi opinión, pueden ser 
utilizadas de manera integral a fin de que el legislador tenga un mejor pa-
norama a la hora de materializar una posible intervención. Se trata de ob-
tener, a conciencia, ciertos componentes de las teorías espacial-absoluta, 
mixta y temporal-absoluta, que nos expone Carlos Bernal Pulido (2014: 
509-564), pues éstos, si bien difieren en algunos aspectos, existen otros 
que son compatibles entre sí.

Si la teoría espacial-absoluta de interpretación de los derechos funda-
mentales considera a éstos como estáticos y de contenido esencial absolu-
to —descartando aspectos temporales o históricos—, podemos asistirnos 
de ciertos elementos de la diversa temporal-absoluta, que concilia la idea de 
que el núcleo duro permanece abierto al cambio y se adapta a las coyunturas 
sociales sobrevinientes. Asimismo, si adoptamos el componente de la se-
gunda de las teorías explicadas en el párrafo anterior, es decir, si aceptamos 
que el contenido esencial está abierto a algún cambio por la sobrevenida 
de un acontecimiento social o histórico, se puede afirmar que un posible 
abordaje legislativo podría darse con base en el principio de proporcionali-
dad, que es rechazado por este criterio, pero aceptado por la denominada 
teoría mixta.

Se trata entonces de utilizar los elementos de las teorías externas de 
interpretación de los derechos fundamentales no como excluyentes en su 
totalidad, sino como complementarias en ciertos aspectos, a fin de realizar 
una interpretación integral. Así, quizá la tarea tanto del aparato legislativo 
como del intérprete de un caso límite, aunque más laboriosa, cobraría ma-
yor significado, pues en aras de respetar el contenido esencial del derecho 
humano a la protección de datos personales se estaría allegando de más 
elementos para su identificación, y probablemente para la solución de con-
flictos, claro, de manera completa. 
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Este ejercicio fue de gran utilidad para realizar el presente artículo. De 
ahí que en la parte inicial se compartiera un antecedente de la evolución 
del derecho a la protección de datos personales, pues si se comprende 
cómo ha sido su camino en el marco del derecho internacional hasta su 
concepción actual, de manera lógica puede arribarse a la conclusión de 
que antes —hasta la consolidación de la sociedad industrial— este dere-
cho constreñía su objeto al conjunto de facultades de exclusión de inje-
rencias de terceros en la esfera de la vida privada. Por ende, el contenido 
esencial del derecho a la protección de datos personales posiblemente es-
taría enfocado hacia dicha exclusión o en la parte negativa del derecho, es 
decir, en la prohibición estatal. Sin embargo, en la actualidad, debido a las 
facultades otorgadas a las personas y a los mecanismos de acceso, rectifi-
cación, cancelación y oposición, el núcleo duro podría establecerse en la 
potestad de disposición y manejo de la información.

Este es un claro ejemplo de que el derecho a la protección de datos 
personales no ha permanecido estático. Todo lo contrario, gracias al dina-
mismo que caracteriza a la sociedad, este derecho ha evolucionado de la 
mano de ésta, al grado de ser considerado en la actualidad como un dere-
cho humano autónomo, pero que debido a ese carácter de movilidad re-
quiere de los operadores jurídicos la utilización de más herramientas que, 
de inicio, se encuentran en ciertos componentes de las diversas teorías 
externas de interpretación de los derechos fundamentales.

La labor que corresponde emprender tanto al legislador como a cual-
quier operador jurídico ante una posible medida restrictiva en la facultad 
de disposición, oposición, control y conocimiento que tiene todo ser hu-
mano respecto de sus datos personales debe de ser extenuante, al grado de 
poder utilizar —sin llegar a la arbitrariedad— de manera integral, algunos 
componentes que caracterizan a las teorías externas de interpretación, ha-
ciendo uso, si se considera necesario, del principio de proporcionalidad, 
siempre vigilando la realidad actual de la sociedad y el equilibrio entre el 
goce de los demás derechos fundamentales de manera plena. 

Definitivamente, el debate se encuentra abierto, y estos aspectos del 
derecho humano a la protección de datos personales se encuentran en 
discusión; espero que este manuscrito propicie la reflexión de los temas 
tratados. 
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Anexo

Teorías Principales puntos o dimensiones

Teoría espa-
cial-absoluta

•	 Se contrapone a las teorías temporales.

•	 Considera a los derechos fundamentales de modo es-
tático.

•	 El contenido esencial se ubica en el centro del derecho 
fundamental.

•	 Considera el contenido esencial como un límite absoluto 
en abstracto, sin importar las situaciones históricas y el 
caso concreto.

•	 Su principal tesis se centra en la distinción entre núcleo 
y periferia.

Teoría mixta

•	 Une los postulados básicos de la teoría espacial-absoluta 
con el reconocimiento de que el principio de proporcio-
nalidad puede funcionar como criterio para la definición 
de la vinculación del legislador a los derechos funda-
mentales.

•	 Las intervenciones del legislador son admisibles sólo si 
respetan el principio de proporcionalidad. 
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Teorías Principales puntos o dimensiones

Teoría mixta

•	 La aplicación del principio de proporcionalidad sólo es 
válida en la zona periférica del derecho.

•	 Existe el principio de que ninguna restricción a los 
derechos fundamentales debe carecer de justificación.

Teoría 
temporal-
absoluta

•	 Esta teoría se basa en la idea de que la garantía del con-
tenido esencial y no el principio de proporcionalidad, 
contiene el criterio definitorio de la vinculación del legis- 
lador a los derechos fundamentales.

•	 Concibe la preexistencia del derecho mismo al momen-
to de su configuración o delimitación legislativa y que 
ningún derecho puede ser desconfigurado por la ley sin 
incurrir en inconstitucionalidad.

•	 Tiene tres características: es absoluta, porque el conteni-
do esencial es en todo caso irrestringible por parte del 
legislador; es culturalista, porque niega que los derechos 
fundamentales tengan un núcleo esencial que se pueda 
definir en abstracto, y es judicialista, porque reconoce 
que aquello que sea el contenido esencial de un derecho 
fundamental no es algo que pueda ser definido antes del 
juicio de constitucionalidad de una ley restrictiva.

•	 Sobre el carácter de judicialista, concilia la idea de que 
el contenido esencial permanece abierto al cambio y se 
adapta a las coyunturas sociales sobrevinientes.

Fuente: elaboración propia con apoyo en Bernal Pulido, Carlos, 2014, El principio de pro-
porcionalidad y los derechos fundamentales, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
pp. 509-564.
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